
 

 

 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión 

profesional ni asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros  
1 

Viernes, 26 de noviembre de 2021 

Índice 
 

Boletines oficiales 

 BOC 26.22.2021 NÚM 228 

CANTABRIA. Orden HAC/23/2021, de 15 de 

noviembre, reguladora del uso de medios 

electrónicos, habilitación y la asistencia en la 

confección y presentación de declaraciones y 

autoliquidaciones de tributos y otros ingresos de 

Derecho público no tributarios gestionados por 

la Administración de la Comunidad Autónoma de 

Cantabria y las obligaciones formales de los 

notarios en el ámbito del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 

Documentados y el Impuesto sobre Sucesiones y 

Donaciones. 

[PÁG. 2] 

 

 Consultas de la DGT 
IVA. ECOMMERCE. UMBRAL DE LOS 10.000 

EUROS. El umbral de los 10.000 euros se aplica 

de forma global a todas las ventas a distancia 

intracomunitarias de bienes y servicios. No se 

aplica individualmente país por país.  

[PÁG. 3] 

IRPF. REDUCCIÓN APORTACIONES A PLANES 

DE PENSIONES. Aportaciones a un plan de 

pensiones de la Administración General del 

Estado. Un contribuyente podrá aportar un 

máximo de 2.000 euros al conjunto de planes de 

pensiones de los que sea partícipe, límite que 

comprende tanto un plan de pensiones de la AGE 

como un plan de pensiones individual. 

[PÁG. 4] 

 

 Resolución del TEAC 

IRPF. Deducción por adquisición de vivienda 

habitual. Contribuyente que en virtud de 

sentencia judicial de divorcio satisface la 

totalidad de las cuotas de amortización del 

préstamo para la adquisición de la vivienda 

habitual en su día concedido conjuntamente a 

ambos cónyuges siendo únicamente propietario 

del 50% de la vivienda al no haberse liquidado la 

sociedad de gananciales. Tiene DERECHO A LA 

DEDUCCIÓN DE LA TOTALIDAD DE LAS 

CANTIDADES PAGADAS 

[PÁG. 6] 

LGT. Entrada en domicilio no 

protegido constitucionalmente, por funcionarios 

y fuerzas a quienes está encomendada la 

persecución y el descubrimiento del 

contrabando. No necesidad de la autorización 

administrativa del 142.2, párrafo segundo LGT 

58/2003. 
[PÁG. 7]  

SANCIONES DE CONTRABANDO. Oposición a la 

entrada en domicilio no 

protegido constitucionalmente, de funcionarios y 

fuerzas a quienes está encomendada la 

persecución y el descubrimiento del contrabando. 

[PÁG. 8]  

 

 Actualidad del Poder Judicial 

CONCURSAL. El Pleno del CGPJ aprueba el 

informe al anteproyecto de ley de reforma del 

texto refundido de la Ley Concursal 

[PÁG. 9] 

 

 Notas de prensa TJUE  
COMPETENCIA JUDICIAL PARA CONOCER DE 

UNA DEMANDA DE DIVORCIO: el Tribunal de 

Justicia precisa el sentido y el alcance del 

concepto de «residencia habitual» de un cónyuge. 

[PÁG. 11] 

 

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=367145


 

 

 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión 

profesional ni asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros  
2 

Viernes, 26 de noviembre de 2021 

Boletines oficiales 
 

 BOC 26.22.2021 NÚM 228 

CANTABRIA. Orden HAC/23/2021, de 15 de noviembre, reguladora del uso de medios electrónicos, 

habilitación y la asistencia en la confección y presentación de declaraciones y autoliquidac iones de 

tributos y otros ingresos de Derecho público no tributarios gestionados por la Administración de 

la Comunidad Autónoma de Cantabria y las obligaciones formales de los notarios en el ámbito del 

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y el Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA 

Remisión de copias simples por los notarios La remisión mediante medios electrónicos de la copia simple de 

las escrituras y documentos públicos autorizados por los notarios será necesaria en tanto en cuanto no exista 

un mecanismo de consulta alternativo puesto a disposición de las Administraciones públicas por el Consejo 

General del Notariado o los colegios notariales correspondientes, aprobado en el correspondiente convenio.  

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA 

Queda derogada la Orden HAC/10/2008, de 28 de mayo por la que se establecen el procedimiento general 

para el pago y/o presentación telemáticos de recursos de la Administración del Gobierno de Cantabria, 

requisitos de los usuarios y de las entidades colaboradoras de la recaudación prestadoras del servicio de 

cobro telemático en cuanto esté ya regulado o contradiga lo dispuesto en la presente Orden.  

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Cantabria.  

 

  

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=367145
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 Consulta de la DGT 

IVA. ECOMMERCE. UMBRAL DE LOS 10.000 EUROS. El umbral de los 10.000 euros se aplica 

de forma global a todas las ventas a distancia intracomunitarias de bienes y servicios. No se 

aplica individualmente país por país. 
 

RESUMEN:  

Fecha: 21/10/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Consulta V2567-21 de 21/10/2021  

HECHOS: 

La entidad consultante vende desde el territorio de aplicación del impuesto suplementos alimenticios a 

clientes finales en Portugal e Italia. 

PREGUNTA: 

Tipo impositivo y base imponible 

LA DGT CONTESTA: 

Del escrito de consulta resulta que la entidad consultante, establecida en territorio de aplicación del Impuesto, 

realiza entregas de bienes hacia países de la Unión Europea, en particular hacia Italia y Portugal. En 

consecuencia con lo anterior, la consultante realizará ventas a distancia intracomunitarias de bienes cuando 

sus destinatarios sean las personas previstas en el artículo 14 de la Ley o bien cualquier otra persona que no 

tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal, y siempre que sean bienes distintos a los 

previstos en la letra b) del apartado tres.1º del citado artículo 8 de la Ley, anteriormente citado, tal y co mo 

parece deducirse del escrito de consulta. 

La normativa referente al lugar de realización de las ventas a distancia intracomunitarias de bienes se regula en el 

artículo 33.a) de la Directiva 2006/112/CE, del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del 

impuesto sobre el valor añadido (DOUE de 11 de diciembre de 2006), que señala lo siguiente: 

“No obstante lo dispuesto en el artículo 32: 
a) el lugar de entrega de las ventas intracomunitarias a distancia de bienes se considerará el lugar en que se encuentren los bienes en 
el momento de la llegada de la expedición o del transporte con destino al cliente;”. 

Esta artículo ha sido objeto de transposición al ordenamiento jurídico español por el artículo 68.Tres de la Ley 

37/1992, que para las ventas realizadas por un empresario o profesional establecido en territorio de aplicación del 

Impuesto dispone lo siguiente: 

“Tres. Se entenderán también realizadas en el territorio de aplicación del impuesto: 
(…) 
b) Las ventas a distancia intracomunitarias de bienes efectuadas por un empresario o profesional que actúe como tal establecido 
únicamente en el territorio de aplicación del impuesto por tener en el mismo la sede de su actividad económica, o su único 
establecimiento o establecimientos permanentes en la Comunidad, o, en su defecto, el lugar de su domicilio permanente o residencia 
habitual; y se cumplan los siguientes requisitos: 
a’) cuando el territorio de aplicación del impuesto sea el lugar de inicio de la expedición o del transporte con destino al cliente; 
b’) que no se haya superado el límite previsto en el artículo 73 de esta Ley, ni se haya ejercitado la opción de tributación en destino 
prevista en dicho artículo.”. 

Por otro lado, el apartado cuatro del citado artículo 68 de la Ley 37/1992, establece lo siguiente: 

"Cuatro. No se entenderán realizadas en el territorio de aplicación del impuesto las entregas de bienes cuya expedición o transporte 
se inicie en dicho territorio con destino a otro Estado miembro de llegada de esa expedición o transporte al cliente final, cuando se 
trate de ventas a distancia intracomunitarias de bienes referidas en la letra b) del apartado tres anterior, cuando no se cumpla, o 
desde el momento que deje de cumplirse, la condición de la letra b’). 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, las referidas entregas de bienes no se entenderán realizadas, en ningún caso, en el 
territorio de aplicación del impuesto cuando los bienes sean objeto de los impuestos especiales y sus destinatarios sean las personas 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V2567-21
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cuyas adquisiciones intracomunitarias de bienes no estén sujetas al impuesto en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 de esta Ley o 
en el precepto equivalente al mismo que resulte aplicable en el Estado miembro de llegada de la expedición o el transporte.". 

En este sentido, el artículo 73 de la Ley recoge el umbral máximo de ventas a distancia intracomunitarias de bienes 

que permite mantener la tributación en origen señalando a tal efecto lo siguiente: 

“A los efectos previstos en el artículo 68.Tres.a) y b) de esta Ley, y en el artículo 70.Uno.4.º y 8.º de esta Ley, el límite referido será de 
10.000 euros para el importe total, excluido el impuesto, de dichas entregas de bienes y/o prestaciones de servicios realizadas en la 
Comunidad, durante el año natural precedente, o su equivalente en su moneda nacional. 
Cuando las operaciones efectuadas durante el año en curso superen el límite indicado en el párrafo anterior, será de aplicación lo 
establecido en el artículo 68.Tres.a) de esta Ley y en el artículo 70.Uno.4.º.a) de esta Ley. 
Los empresarios o profesionales que realicen estas operaciones podrán optar, en el Estado miembro de inicio de la expedición o 
transporte de los bienes con destino al cliente o en el que estén establecidos, tratándose de las prestaciones de servicios, por la 
tributación de las mismas como si el límite previsto en el párrafo primero hubiera excedido los 10.000 euros. Cuando se trate de 
empresarios o profesionales que estén establecidos en el territorio de aplicación del impuesto y sea dicho territorio desde el que 
presten los servicios o el de inicio de la expedición o transporte de los bienes, la opción se realizará en la forma que 
reglamentariamente se establezca y comprenderá, como mínimo, dos años naturales. 
Para la aplicación del límite a que se refiere este artículo debe considerarse que el importe de la contraprestación de las operaciones 
no podrá fraccionarse a estos efectos.”. 

 

Desde 1 de julio de 2021, este umbral incluye no solo los servicios prestados por vía electrónica, de 

telecomunicaciones y radiodifusión en las condiciones fijadas en el artículo 70.uno.4º y 8º de la Ley sino también 

las ventas a distancia intracomunitarias de bienes del artículo 68.Tres.a) y b) de la Ley del Impuesto. 

En este sentido es preciso señalar que el umbral de 10.000 euros se aplica de forma global a todas las ventas a 

distancia intracomunitarias de bienes y servicios incluidos en el mismo. Es decir, el umbral no se aplica 

individualmente país por país como parece indicar la consultante. 

Tampoco se tendrán en cuenta las entregas interiores efectuadas en el territorio de aplicación del Impuesto en la 

medida que no constituyen ventas a distancia intracomunitarias de bienes. 

Esto significa que, hasta que supere los 10.000 euros, la consultante podrá seguir tributando por sus ventas a 

distancia intracomunitarias de bienes como si se tratarán de entregas interiores sujetas al IVA español. 

No obstante lo anterior, la consultante podrá decidir no aplicar el umbral de los 10.000 euros y aplicar la regla 

general referente al lugar de realización de estas operaciones que localiza dichas ventas en el territorio de llegada 

de las mercancías, según lo previsto en el artículo 33.a) de la Directiva 2006/112/CE. Está opción comprenderá, 

como mínimo, dos años naturales. 

En cualquier caso, desde el momento en que la consultante supere el umbral de los 10.000 euros, la regla general 

referente al lugar de realización de estas operaciones anteriormente citada será de aplicación y el Impuesto sobre 

el Valor Añadido será debido en cada Estado miembro de llegada de las mercancías. 

Para facilitar la aplicación de las nuevas reglas de tributación del comercio electrónico la Comisión Europea ha 

publicado una relación con los tipos impositivos aplicables a cada categoría de bien y servicio por los diferentes 

Estados miembros que pueden ser consultados en las siguientes direcciones: 

https://ec.europa.eu/taxation_customs/tedb/vatSearchForm.html 

https://europa.eu/youreurope/business/taxation/vat/vat-rules-rates/index_es.htm#shortcut-11 

En los supuestos de opción por tributación en destino o superar el umbral, la consultante podrá optar por 

registrarse en el régimen de la Unión previsto en la Sección 3ª del Capítulo XI del Título IX de la Ley del Impuesto y 

que se analiza en el apartado 3 de esta contestación. 
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 Consulta de la DGT 

IRPF. REDUCCIÓN APORTACIONES A PLANES DE PENSIONES. Aportaciones a un plan de 

pensiones de la Administración General del Estado. Un contribuyente podrá aportar un 

máximo de 2.000 euros al conjunto de planes de pensiones de los que sea partícipe, límite 

que comprende tanto un plan de pensiones de la AGE como un plan de pensiones individual. 
 

RESUMEN:  

Fecha: 21/10/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Consulta V2562-21 de 21/10/2021  

HECHOS: 

El consultante es partícipe del plan de pensiones de la Administración General del Estado (AGE).  

PREGUNTA: 

Ante la nueva regulación de las aportaciones a planes de pensiones, posibilidad de aportar en 2021 de manera 

individual 8.000 euros al plan de pensiones de la AGE y 2.000 euros a un plan de pensiones individual, con 

derecho a reducción en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por el total de 10.000 euros. 

La DGT: 

Debe tenerse en cuenta que, tanto en la normativa de planes de pensiones, como en la normativa del IRPF, el 

término “contribuciones empresariales” se refiere a las cantidades aportadas por la empresa y no incluye las 

aportaciones realizadas por el partícipe (salvo la especialidad para empresarios individuales a efectos de límites). 

Por tanto, el límite máximo de aportaciones que puede realizar un partícipe a planes de pensiones de cualquier 

modalidad es de 2.000 euros anuales. Y el límite máximo de reducción en base imponible es, igualmente, de 2.000 

euros anuales. 

En conclusión, el consultante en 2021 podrá aportar un máximo de 2.000 euros al conjunto de planes de pensiones 

de los que sea partícipe, límite que comprende tanto el plan de pensiones de la AGE como el plan de pensiones 

individual. 

 

  

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V2562-21


 

 

 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión 

profesional ni asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros  
6 

Viernes, 26 de noviembre de 2021 

 Resolución del TEAC 

IRPF. Deducción por adquisición de vivienda habitual. Contribuyente que en virtud de 

sentencia judicial de divorcio satisface la totalidad de las cuotas de amortización del 

préstamo para la adquisición de la vivienda habitual en su día concedido conjuntamente a 

ambos cónyuges siendo únicamente propietario del 50% de la vivienda al no haberse 

liquidado la sociedad de gananciales. Tiene DERECHO A LA DEDUCCIÓN DE LA 

TOTALIDAD DE LAS CANTIDADES PAGADAS 
 

RESUMEN: 

Fecha: 22/11/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Resolución del TEAC de 23/11/2021  

Criterio: 

El contribuyente que en virtud de sentencia judicial de divorcio satisface la totalidad de los pagos del préstamo 

para la adquisición de la vivienda habitual que en su día le fue concedido conjuntamente a ambos cónyuges y por 

cuya amortización venían practicando los dos antes de 1 de enero de 2013 la deducción por adquisición de vivienda 

habitual, tiene derecho a la aplicación de dicha deducción por la totalidad de las cantidades pagadas por tal 

concepto aun cuando solo sea propietario del 50% de la vivienda por no haberse liquidado la sociedad de 

gananciales, tanto en el caso de que la vivienda continúe teniendo para él y los hijos comunes la condición de 

habitual como en el supuesto de que la vivienda tenga dicha condición para los hijos comunes y el otro progenitor. 

Unificación de criterio 

 

  

https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/00629/2021/00/0/1&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f07%2f2021%26fh%3d25%2f11%2f2021%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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 Resolución del TEAC 

LGT. Entrada en domicilio no protegido constitucionalmente, por funcionarios y fuerzas a 

quienes está encomendada la persecución y el descubrimiento del contrabando. No 

necesidad de la autorización administrativa del 142.2, párrafo segundo LGT 58/2003. 
 

RESUMEN: 

Fecha: 22/11/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Resolución del TEAC de 22/11/2021  

Criterio: 

La entrada en establecimientos o lugares que no constituyan domicilio constitucionalmente protegido, por 

autoridades, funcionarios y fuerzas a quienes está encomendada la persecución y el descubrimiento del 

contrabando, en los términos previstos en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de 

diciembre, de Represión del Contrabando, y 20.2.b) del Real Decreto 1649/1998, de 24 de julio, no precisa la 

autorización escrita de la autoridad administrativa prevista en el artículo 142.2, párrafo segundo, de la Ley 58/2003, 

de 17 de diciembre, General Tributaria, para el supuesto de que la persona bajo cuya custodia se encuentren se 

oponga a su entrada. 

Unificación de criterio. 

Artículo 142. Facultades de la inspección de los tributos. 

1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, contabilidad 

principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con transcendencia t ributaria, 

bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos a actividades 

económicas, así como mediante la inspección de bienes, elementos, explotaciones y cualquier otro 

antecedente o información que deba de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la 

exigencia de las obligaciones tributarias. 

 MODIFICADO POR LA Ley 11/2021 

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, 

los funcionarios que desarrollen funciones de 

inspección de los tributos podrán entrar, en las 

condiciones que reglamentariamente se determinen, 

en las fincas, locales de negocio y demás 

establecimientos o lugares en que se desarrollen 

actividades o explotaciones sometidas a gravamen, 

existan bienes sujetos a tributación, se produzcan 

hechos imponibles o supuestos de hecho de las 

obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los 

mismos. 

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los 

lugares mencionados en el párrafo anterior se 

opusiera a la entrada de los funcionarios de la 

inspección de los tributos, se precisará la 

autorización escrita de la autoridad administrativa 

que reglamentariamente se determine. 

 

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras 

sea necesario entrar en el domicilio 

constitucionalmente protegido del obligado 

«2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, 

los funcionarios que desarrollen funciones de 

inspección de los tributos podrán entrar, en las 

condiciones que reglamentariamente se determinen, 

en las fincas, locales de negocio y demás 

establecimientos o lugares en que se desarrollen 

actividades o explotaciones sometidas a gravamen, 

existan bienes sujetos a tributación, se produzcan 

hechos imponibles o supuestos de hecho de las 

obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los 

mismos. 

Para el acceso a los lugares mencionados en el párrafo 

anterior de los funcionarios de la inspección de los 

tributos, se precisará de un acuerdo de entrada de la 

autoridad administrativa que reglamentariamente se 

determine, salvo que el obligado tributario o la persona 

bajo cuya custodia se encontraren otorguen su 

consentimiento para ello. 

Cuando para el ejercicio de las actuaciones inspectoras 

sea necesario entrar en el domicilio 

constitucionalmente protegido del obligado tributario, 

https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/05316/2020/00/0/1&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f07%2f2021%26fh%3d25%2f11%2f2021%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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tributario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 

de esta ley. 

 

se aplicará lo dispuesto en el artículo 113 de esta Ley. 

La solicitud de autorización judicial requerirá 

incorporar el acuerdo de entrada a que se refiere el 

mencionado artículo, suscrito por la autoridad 

administrativa que reglamentariamente se determine.» 

 

 

SANCIONES DE CONTRABANDO. Oposición a la entrada en domicilio no 

protegido constitucionalmente, de funcionarios y fuerzas a quienes está encomendada la 

persecución y el descubrimiento del contrabando. 

RESUMEN: 

Fecha: 22/11/2021 

Fuente: web de la AEAT 

Enlaces: Resolución del TEAC de 22/11/2021  

Criterio: 

La oposición a la entrada, en establecimientos o lugares que no constituyen domicilio constitucionalmente 

protegido, por autoridades, funcionarios y fuerzas a quienes está encomendada la persecución y el descubrimiento 

del contrabando en los términos previstos en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 

de diciembre, de Represión del Contrabando, y 20.2.b) del Real Decreto 1649/1998, de 24 de julio, constituye una 

conducta típica subsumible en el supuesto de hecho previsto en el artículo 11.4.d) de la citada ley. 

Unificación de criterio. 

 

 

 

 

 

  

https://serviciostelematicosext.hacienda.gob.es/TEAC/DYCTEA/criterio.aspx?id=00/05316/2020/00/0/2&q=s%3d1%26rn%3d%26ra%3d%26fd%3d01%2f07%2f2021%26fh%3d25%2f11%2f2021%26u%3d%26n%3d%26p%3d%26c1%3d%26c2%3d%26c3%3d%26tc%3d1%26tr%3d%26tp%3d%26tf%3d%26c%3d2%26pg%3d
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 Actualidad del Poder Judicial 

CONCURSAL. El Pleno del CGPJ aprueba el informe al anteproyecto de ley de reforma del 

texto refundido de la Ley Concursal 
 

RESUMEN: El texto ha sido aprobado con el voto a favor de 20 vocales. El 

anteproyecto justifica la no obligatoriedad de la intervención en el procedimiento 

de abogados, procuradores y administradores concursales en la “previsible sencillez 

de los asuntos” y por tanto en la presunta facilidad de que tanto el deudor como los 

acreedores actúen sin necesidad de asesoramiento, unido al hecho de que las 

comunicaciones se realizarán a través de formularios oficiales accesibles en línea, sin 

coste. 

Fecha: 25/11/2021 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlaces: Nota  

 

El Pleno del Consejo General del Poder Judicial ha aprobado hoy por 20 votos a favor y uno en blanco el informe 

al anteproyecto de ley de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, que traspone la Directiva (UE) 

2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración 

preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los 

procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 

2017/1132 sobre reestructuración e insolvencia.  

El texto, del que han sido ponentes los vocales Mar Cabrejas y Juan Manuel Fernández, considera que, en términos 

generales, el prelegislador ha incorporado adecuadamente las disposiciones de la norma europea y ha configurado 

un marco de reestructuración preventiva dentro del margen de actuación que ofrece la Directiva y acorde con su 

finalidad, que no es sino mantener la viabilidad de la empresa y evitar el concurso.  

También el tratamiento de la exoneración del pasivo insatisfecho, extendido asimismo al deudor persona natural 

no empresario, responde a las exigencias de la Directiva, señala el CGPJ; que añade que igualmente las previsiones 

relativas a los mecanismos de alerta temprana, si bien tienen una proyección de futuro, se ajustan a lo establecido 

en la norma europea. Por último, el Pleno considera que el ordenamiento actualmente vigente, en particular en lo 

relativo a las obligaciones de los administradores sociales en la proximidad de la insolvencia, respeta las líneas 

marcadas por la Directiva.  

El procedimiento especial para microempresas  

No obstante, el informe aprobado por el órgano de gobierno de los jueces hace algunas consideraciones, en 

especial en lo que respecta al establecimiento que se hace en el anteproyecto de un procedimiento específico y 

especial para las microempresas, que no es exigido por la Directiva.  

Se considera microempresa a las personas naturales o jurídica que lleven a cabo una actividad empresarial o 

profesional y que en el año anterior a la solicitud del concurso hayan empleado a menos de diez trabajadores y 

tengan un volumen de negocio anual o un pasivo inferior a los dos millones de euros.  

Las características de este procedimiento son las siguientes: la no obligatoriedad de actuación en el proceso 

mediante asistencia de abogado y procurador; la eliminación, salvo excepciones, de la intervención del 

administrador concursal; el establecimiento de las comparecencias, declaraciones y vistas en formato telemático; 

la práctica de actos de comunicación por medios electrónicos con formularios normalizados; la responsabilidad del 

deudor en la propia gestión e impulso del proceso; y el desarrollo reglamentario de elementos imprescindibles 

para su puesta en práctica como la Plataforma de Liquidación.  

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/El-Pleno-del-CGPJ-aprueba-el-informe-al-anteproyecto-de-ley-de-reforma-del-texto-refundido-de-la-Ley-Concursal
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Con ello se pretende articular una estructura procesal más flexible, que reduzca costes, fomentando el uso de la 

tecnología, aspecto este último que justifica la eliminación o limitación de la participación de abogados, 

procuradores y administradores concursales en el proceso.  

El Pleno advierte, sin embargo, de que el anteproyecto establece que este procedimiento se aplicará desde el 

mismo momento de entrada en vigor de la ley, al tiempo que dispone que los artículos relativos a vistas virtuales y 

medios electrónicos solo entrarán en vigor “cuando se disponga de los medios técnicos”. En opinión del CGPJ, no 

debería ponerse en marcha este nuevo modelo sin que toda la estructura de medios tecnológicos sobre los que se 

asienta su aplicación práctica esté en correcto funcionamiento en todos sus aspectos.  

Mayor carga de trabajo para la Oficina Judicial  

El informe aprobado este jueves también expresa dudas sobre la eficiencia del procedimiento, que sitúa bajo la 

responsabilidad del deudor -el empresario- la gestión de la situación de insolvencia en que se encuentra y la 

práctica de comunicaciones y de relevantes actuaciones en el seno del procedimiento, así como la gestión de la 

tramitación documental del concurso, sin que esté contemplada la asistencia jurídica y la representación procesal 

más que de manera voluntaria y con una intervención limitada del administrador concursal.  

Esta intervención restringida y el carácter voluntario de la asistencia letrada y de la representación procesal, señala 

el Consejo, pueden desplazar hacia el órgano judicial, y en particular hacia el letrado de la Administración de Justicia 

(LAJ), una mayor carga de trabajo y provocar, en consecuencia, una menor eficiencia junto con una mayor duración 

del procedimiento.  

El LAJ, en el nuevo procedimiento especial, además de las competencias que ya tenía asignadas en el concurso de 

acreedores, asume otras como las de recibir copia de todas las comunicaciones entre deudor y acreedores, dar 

traslado de la solicitud de homologación judicial, realizar múltiples notificaciones al Registro público concursal o 

recibir los informes mensuales de liquidación, que ahora corresponden al administrador concursal.  

Falta de asesoramiento  

El anteproyecto justifica la no obligatoriedad de la intervención en el procedimiento de abogados, procuradores y 

administradores concursales en la “previsible sencillez de los asuntos” y por tanto en la presunta facilidad de que 

tanto el deudor como los acreedores actúen sin necesidad de asesoramiento, unido al hecho de que las 

comunicaciones se realizarán a través de formularios oficiales accesibles en línea, sin coste.  

El CGPJ considera, sin embargo, que la escasa envergadura empresarial no siempre se traducirá en una mínima 

complejidad de los procedimientos, de modo que en algunos casos sería necesaria la concurrencia de expertos, 

tanto para evitar comportamientos fraudulentos como aquellos derivados del desconocimiento o la impericia. El 

proceso, añade el informe, basa la adopción de medidas concretas o el acceso a determinada información en la 

“proactividad de las partes”, que el desconocimiento del procedimiento y la falta de asesoramiento podrían reducir 

considerablemente. 
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 Nota de prensa del TJUE 

COMPETENCIA JUDICIAL PARA CONOCER DE UNA DEMANDA DE DIVORCIO. El Tribunal de 

Justicia precisa el sentido y el alcance del concepto de «residencia habitual» de un cónyuge . 

Ese concepto implica que, aunque comparta su vida entre dos Estados miembros, un cónyuge solo 

puede tener una residencia habitual. 

RESUMEN:  

Fecha: 25/11/2021 

Fuente: web del TSJUE 

Enlaces: Sentencia, recurso y conclusiones  

 

En este contexto, el Tribunal de Justicia subraya las circunstancias particulares que rodean la 

determinación de la residencia habitual de un cónyuge. Así, cuando un cónyuge decide instalarse en 

otro Estado miembro debido a la crisis conyugal, sigue siendo libre de conservar vínculos sociales y 

familiares en el Estado miembro de la antigua residencia conyugal. Además, el entorno de un adulto 

es más variado que el de un niño y está compuesto de un espectro de actividades más amplio y de 

intereses diversificados, y no puede exigirse que estos se concentren en el territorio de un solo 

Estado miembro. 

 

https://curia.europa.eu/juris/documents.jsf?num=C-289/20

